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1. Importancia de la
infraestructura para el
desarrollo de las
zonas rurales

Desde hace al menos un par de décadas existe un consenso entre académicos y responsables de 
políticas públicas sobre la importancia de contar con un acceso adecuado a infraestructura básica 
en las zonas rurales para lograr diversos objetivos de desarrollo. En su Informe sobre el desarrollo 
mundial, 1994: Infraestructura para el desarrollo, el Banco Mundial define la infraestructura 
económica como: (i) servicios públicos, que incluye energía eléctrica, telecomunicaciones, 
abastecimiento de agua por tubería, saneamiento y alcantarillado, recogida y eliminación de 
desechos sólidos, y suministro de gas por tubería, (ii) obras públicas, es decir carreteras, presas y 
canales para riego y drenaje, y (iii) otros sectores de transporte (Banco Mundial 1994). 

Posteriormente, el mismo organismo internacional reconocería dentro de estos, al grupo 
conformado por agua, saneamiento, electricidad, carreteras y telecomunicaciones, como 
los servicios básicos de infraestrcutura, debido a su mayor repercusión en el crecimiento, 
competitividad y bienestar de zonas urbanas y rurales (Banco Mundial 2007). Es precisamente 
en este grupo en el que se centra el presente capítulo, con un énfasis en los efectos micro de la 
IR, es decir en las personas y hogares beneficiarios. 

Diversos estudios internacionales basados en evidencia empírica han mostrado que la falta 
de acceso a IR en general constituye una causa fundamental de pobreza, falta de crecimiento 
económico y desigualdad (Lipton y Ravallion, 1995; Jimenez, 1995; Van de Walle, 1996, Calderón 
y Serven 2004, 2014). Otros estudios han apuntado en la misma dirección, a partir del análisis 
de los impactos de ciertos tipos de IR, como los caminos rurales o la electrificación (Binswagner 
et al., 1993; Jacoby, 1998). La mayoría de estas investigaciones, sin embargo, carecía de un 
análisis de los mecanismos por los cuales se llegaba a estos indicadores finales, lo que dejaba 
muy poco espacio para elaborar recomendaciones de política, más allá de apuntar simplemente 
la necesidad de aumentar el acceso a ese tipo de infraestructura.

Estudios un poco más recientes como los de Fan and Hazell (1999), Fan et al. (2000a/2000b/2002) 
y Dat y Ravallion (2002) para India y China permiten apreciar de manera más detallada los 
vínculos entre distintos tipos de IR y sus efectos en la producción, la pobreza y la desigualdad. 
Este tipo de análisis permite diferenciar las distintas intervenciones en IR de acuerdo a sus 
efectos marginales sobre alguna de estas variables, lo que podría facilitar la toma de decisiones 
de política en contextos específicos.  

"El autor agradece el valioso apoyo de Rodrigo Rivarola en la elaboración de este informe"
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En realidad, el impacto del acceso a cualquier tipo de infraestructura puede ser aún más 
provechoso si se tiene acceso a otros tipos de infraestructura, si los hogares cuentan con otros 
activos privados, y si se cumplen otras circunstancias específicas al territorio o los hogares 
beneficiados. Por ejemplo, Escobal y Torero (1998) encuentran que el efecto conjunto de tener 
acceso a distintos tipos de infraestructura rural (en este caso telecomunicaciones e infraestructura 
vial) es mayor a la suma de ambos efectos cuando se dan por separado. 

Además, su investigación encuentra evidencia de que estos impactos son diferenciados para 
hogares pobres y no pobres, y contribuyen a cerrar la brecha entre ambos. Esto refleja la idea de 
que un nivel mínimo de IR es condición necesaria para igualar las oportunidades entre ambos 
grupos. 

Conocer los canales específicos por los cuales distintos tipos de IR afectan indicadores de 
progreso en zonas rurales, así como la rentabilidad relativa de cada tipo de IR, es clave para 
poder tomar mejores decisiones de política, sobre todo en países que cuentan con financiamiento 
limitado (Escobal, 2005). En este sentido, resulta crucial utilizar la evidencia existente sobre 
los distintos tipos de efectos de cada IR, la posibilidad de que algunos tipos de IR generen 
efectos multiplicadores para atraer más inversión, las complementariedades o sinergias que se 
pueden generar entre tipos de IR y entre estas y activos de los hogares, así como la importancia 
básica de contar con cierto tipo de IR como condición y/o gatillo para potenciar resultados de 
intervenciones públicas o privadas de fomento productivo. 

Este trabajo tiene por objetivo discutir los elementos centrales de una propuesta de cobertura 
mínima o indispensable de IR para contribuir a la prosperidad de los hogares rurales en América 
Latina y el Caribe. Para ello, partimos de una distinción del paquete de IR en dos grupos: 
uno “básico”, conformado por agua, saneamiento y electricidad, y uno “complementario”, 
conformado por telecomunicaciones y caminos. La definición de estos dos grupos está basada en 
el tipo de efectos de cada IR, y en su condición de necesariedad para el desarrollo de las personas, 
hogares y comunidades rurales. 

Partiendo de esta distinción, en la segunda sección se presenta un marco conceptual para 
analizar los canales y efectos que cada paquete puede tener en diversos indicadores de desarrollo, 
organizados de acuerdo a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). En cada caso, 
buscaremos sustentar estas relaciones con la evidencia aportada por investigaciones académicas, 
preferentemente relacionadas a efectos de la infraestructura rural en los países de la región. 
Adicionalmente, en cada caso se discutirá brevemente qué país de la región se encuentra mejor 
respecto a cada tipo de IR. Finalmente, se realiza el ejercicio de reagrupar todo el paquete de IR 
para esbozar cuáles serían los efectos conjuntos de este, así como sus complementariedades entre 
ellos mismos y con los activos de los hogares. 

En la tercera parte se discuten las distintas modalidades de ejecución, provisión de servicios y 
mantenimiento de IR, a manera de obtener lecciones para las zonas rurales de la región que 
permitan un acceso equitativo, eficiente y sostenible a estas inversiones. Se utilizarán como 
ejemplo algunos de los programas de provisión de IR que mejores resultados han obtenido en 
los países de la región. 
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Finalmente, en la última sección del documento planteamos una discusión central para establecer 
una propuesta de IR mínima para el desarrollo, relacionada con la necesidad de ampliar la 
mirada sobre las dinámicas familiares y territoriales en las zonas rurales, y con la posibilidad 
de establecer prioridades en materia de inversiones en IR, que generen efectos concretos en el 
desarrollo social y económico en estas zonas. Acompañamos esta discusión con ejemplos de 
políticas en tres países de la región que han implementado distintas estratgias para promover la 
provisión de paquetes de infraestructura en sus zonas rurales.  
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Marco conceptual de 
los paquetes de    
infraestructura rural 
(IR) y su relación con 
los ODS

2. 

Como se explicó en la sección anterior, se ha clasificado a los tipos de IR en dos grupos: un 
paquete “básico”, compuesto por la infraestructura de agua, saneamiento y electricidad, y uno 
“complementario”, compuesto por la infraestructura de caminos rurales y telecomunicaciones, 
aunque, como veremos más adelante, en el fondo ambos grupos se encuentran estrechamente 
ligados. La agrupación está basada principalmente en el tipo de efectos que tiene cada tipo de 
IR, y en su condición de necesariedad para el desarrollo de las personas, hogares y comunidades 
rurales. 

Agrupaciones similares también han sido propuestas y utilizadas por algunos organismos 
internacionales con experiencia en el tema. Por ejemplo, el Banco Interamercicano de Desarrollo 
(2014), señala que la inversión en infraestructura de agua, saneamiento y electricidad es 
prioritaria respecto a inversión en infraestructura de caminos o telecomunicaciones. La idea 
central detrás de esta “priorización” radica además en la condición de derecho fundamental 
del acceso a estos servicios básicos, los que son condición necesaria para cualquier estrategia de 
superación sostenible de la pobreza rural. 

Debemos comenzar por establecer un marco conceptual para analizar los canales y efectos que 
cada paquete de IR considerado puede tener en diversos indicadores de desarrollo, organizados 
de acuerdo a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). En cada caso, se buscará sustentar 
estas relaciones a partir de evidencia aportada por investigaciones académicas en los países de la 
región, y se hará un breve repaso de qué países muestran un mejor desempeño. 



7

20
30

  /
  A

lim
en

ta
ci

ón
, a

gr
ic

ul
tu

ra
 y

 d
es

ar
ro

llo
 ru

ra
l e

n 
Am

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

Paquete básico de IR

Figura 1. Efectos del acceso al paquete básico de IR

Fuente: Elaboración propia

El acceso a agua, saneamiento y electricidad constituyen condiciones necesarias (mas no 
suficientes) para el desarrollo de los hogares y comunidades rurales, y para levantar trampas de 
pobreza intergeneracionales, dada su estrecha relación con la calidad de vida y bienestar de las 
personas, especialmente de los niños. Así, este paquete básico de IR se relaciona directamente 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) como Fin de la Pobreza (1), Hambre cero 
(2), Salud y bienestar (3), Educación de calidad (4), Agua limpia y saneamiento (6), Energías 
renovables (7), Trabajo decente y crecimiento económico (8), Innovación e infraestructuras (9), 
Reducción de las desigualdades (10) y Ciudades y comunidades sostenibles (11). La Figura 1 
muestra los efectos y complementariedades del paquete básico de IR. En primer lugar, debe 
resaltarse que la complementariedad existente entre la infraestructura de agua y saneamiento 
es de tal importancia que los efectos positivos del acceso a agua potable pueden desaparecer en 
ausencia de un servicio adecuado de saneamiento (Eisenberg et al., 2007).
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Tomando esto en cuenta, los efectos del acceso a agua y saneamiento se dan principalmente a 
través de dos canales. Primero, el acceso a agua de mejor calidad, lo que tiene un impacto directo 
en la reducción de enfermedades como diarreas y, como consecuencia de esto, de padecimientos 
como la desnutrición y anemia, reduciendo así la mortalidad infantil y el gasto de los hogares 
en salud, influyendo por tanto en los ingresos de los hogares (Jalan y Ravallion, 2003). Por otro 
lado, una reducción de las enfermedades implica que los niños faltan menos a clases, lo que les 
permitiría tener un mejor desempeño escolar (Spears y Lamba, 2013; Barde y Walkiewicz, 2014). 
Segundo, el acceso a agua y saneamiento permite disminuir el tiempo y el costo que, de otra 
forma, los hogares se ven obligados a pagar para acceder a estos bienes. Este tiempo y recursos 
pueden ser invertidos de formas mucho más productivas, lo que contribuye al ahorro y mejora 
de ingresos de los hogares (Blum et al., 1990; Pattanayak et al., 2007).  

De forma complementaria, los efectos del acceso a electricidad se dan principalmente a través 
de tres canales. Primero, contar con iluminación nocturna permite ampliar las horas de estudio 
y trabajo, ambos factores que influyen indirecta y directamente en los ingresos (Dinkelman, 
2011; Grogan y Sadanand, 2012; Arraíz y Calero, 2014; Aguirre, 2014). Segundo, el uso de 
artefactos eléctricos, tanto de consumo como de producción, permiten mejorar los procesos 
productivos, lo que influye directamente en los ingresos, principalmente en los ingresos no 
agrícolas, pero también en los agrícolas (Barnes y Binswanger, 1986; Escobal, 2001). Tercero, el 
acceso a electricidad permite sustituir fuentes de energía nocivas para la salud, como el kerosene, 
influyendo así en la salud de las personas. 

Así, como muestra la Figura 1, podemos ver que los efectos principales de este paquete están 
relacionados a: (i) cambios en los patrones de uso del tiempo, guiados principalmente por la 
mayor disponibilidad de horas de estudio y trabajo, (ii) mejor desempeño escolar, gracias al 
mayor tiempo de estudio y menor ausentismo de clases, (iii) mejoras en salud, debido a una 
menor frecuencia de enfermedades causadas por agua contaminada, deshechos en el hogar y uso 
de fuentes de energía no adecuadas, y (iv) mayor ahorro, posible precisamente debido a los tres 
puntos anteriores, que en conjunto favorecen la mejora de los ingresos de los hogares. Todos 
estos vienen a ser factores que facilitan la salida de la trampa de pobreza intergeneracional, pues 
afectan directamente el desarrollo de los niños. 

En cuanto a la situación actual y evolución del acceso a este paquete básico de IR, Costa Rica 
es el país con mejor desempeño en la región, al tener tasas de acceso rurales y urbanas cercanas 
al 100% en los tres indicadores. Países como Chile, Ecuador, Colombia y México forman un 
segundo grupo, con tasas de acceso a agua, saneamiento y electricidad alrededor de 65% y 75%, 
y 90% respectivamente. Cabe resaltar que, en los últimos 10 años (2008-2017), países como 
Perú, Ecuador y Paraguay han ampliado considerablemente sus tasas de acceso a agua, Paraguay, 
además, ha experimentado avances similares en saneamiento, mientras que Perú ha hecho algo 
similar en acceso a electricidad.  

  Los datos utilizados en esta y en las siguientes secciones (a menos que se indique lo contrario), 
  provienen de la base de datos Sociometro-BID.

(2)

2
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Paquete complementario de IR

Figura 2. Efectos del acceso al paquete complementario de IR
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Mejor toma 
de decisiones
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económicos

Ampliación 
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Fuente: Elaboración propia

La Figura 2 muestra los principales efectos y complementariedades del acceso al paquete 
complementario de IR. Como muestra el esquema, este paquete complementario también 
se encuentra relacionado con varios ODS como Fin de la Pobreza (1), Trabajo decente y 
crecimiento económico (8), Innovación e infraestructuras (9), Reducción de las desigualdades 
(10) y Ciudades y comunidades sostenibles (11).

En primer lugar, sobre el acceso a caminos, por un lado, este permite aumentar la accesibilidad a 
lugares remotos, siempre que estos sean sean de calidad (Porter, 2002). Por otro lado, contribuye 
a disminuir los costos de transacción, lo que implica ahorros en términos de tiempo y costos, 
generando más transacciones y un consecuente crecimiento de los mercados, mejorando los 
ingresos de los hogares, sean estos de tipo agrícola o no (Guimaraes y Uhl, 2997; Escobal 2000, 
Corral y Reardon, 2001; De Janvry y Sadoulet, 2001; Escobal y Ponce, 2002). Asimismo, el ahorro 
de tiempo permite asignar tiempo a actividades más productivas. 

En segundo lugar, los efectos del acceso a telecomunicaciones se dan principalmente a través 
de dos canales, ambos relacionados al acceso y transferencia de información. Esta permite, por 
un lado, disminuir los costos de transacción y “acercar” a los agentes económicos, y por otro 
lado, tomar decisiones mejor informadas, ambos factores que repercuten directamente en la 
producción e ingresos de los hogares rurales (Chong et al., 2005; Sife et al., 2010; Beuermann, 
2011; Beuermann et al., 2012ª, 2012b; Fu y Akter, 2012). 
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Como podemos ver en la Figura 2, el acceso a infraestructura de caminos y telecomunicaciones 
también está relacionado con el desarrollo de los hogares y comunidades rurales, no obstante, 
los efectos principales de este paquete complementario están orientados a: (i) disminución de 
costos de transacción, gracias al acceso a caminos y a la transferencia de información posible 
debido a las telecomunicaciones, (ii) cambios en los patrones de uso del tiempo, posibles gracias 
al tiempo ahorrado,  y (iii) aumento de los ingresos, sean estos agrícolas o no agrícolas, como 
efecto final guiado por la simplificación de las transacciones y crecimiento de los mercados. 

Sobre la situación actual y evolución del acceso a este paquete complementario de IR, Chile es el 
país mejor posicionado de la región, al tener los niveles más altos de acceso a telecomunicaciones 
(aunque aun así sean bajos en el área rural), y una buena calidad de caminos, según el índice de 
calidad de las vías a nivel nacional (Quality of the roads index ). 

Índice tomado de la base de datos Sustainable Mobility for All-World Bank3

(3)



11

20
30

  /
  A

lim
en

ta
ci

ón
, a

gr
ic

ul
tu

ra
 y

 d
es

ar
ro

llo
 ru

ra
l e

n 
Am

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

 Paquete completo de IR

En el fondo, los efectos de ambos paquetes se encuentran estrechamente relacionados, A 
continuación, la Figura 3 resume los efectos principales del acceso al paquete completo de IR. 

Figura 3. Efectos del acceso al paquete completo de IR
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Fuente: Elaboración propia

Al agregar el paquete complementario al paquete básico, los efectos en disminución de costos 
de transacción se suman a los cambios en uso del tiempo y desempeño escolar, logrando un 
impacto aun mayor en términos de ingresos, no sólo presentes sino futuros. Asimismo, y este 
aspecto es de gran importancia, una mejor infraestructura de caminos y telecomunicaciones 
facilita la ampliación de la cobertura y mejora de la calidad de los servicios básicos (Lardé et al. 
2014), precisamente los incluidos en nuestro paquete básico. Esto permite generar una especie 
de dinámica circular, en la cual el efecto complementario entre los paquetes de IR definidos se 
hace evidente. Al respecto, Escobal y Torero (2005) apuntan que el efecto conjunto de tener 
acceso a distintos tipos de infraestructura es mayor a la suma simple de los efectos cuando estos 
se dan por separado. Asimismo, hay evidencia de que estos impactos son diferenciados para 
hogares pobres y no pobres, y contribuyen a cerrar la brecha entre ambos. 

Por otro lado, en relación a los paquetes definidos, Escobal (2005) encuentra que en zonas 
rurales, la combinación de acceso a electricidad con cualquier otro tipo de infraestructura rural 
suele generar cambios en la asignación de trabajo orientados hacia actividades no agrícolas, 
lo que consecuentemente aumenta los ingresos totales. Similarmente, Escobal (2001) muestra 
que el acceso a bienes públicos como electricidad y caminos, en combinación con el nivel de 
activos privados que manejen los hogares (con énfasis en educación y acceso a crédito), pueden 
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mejorar el acceso tanto a trabajo independiente no agrícola como a trabajo asalariado agrícola y 
no agrícola. De manera análoga, Meléndez y Huaroto (2014) encuentran complementariedades 
interesantes entre el acceso a electricidad y telecomunicaciones, las que llevan además a una 
disminución del trabajo infantil.

Así, el impacto del acceso a cualquier tipo de IR puede ser aún más provechoso si se tiene acceso 
a otros tipos de infraestructura, si los hogares cuentan con activos privados, y si se cumplen otras 
condiciones específicas de los territorios y los hogares. 

Como hemos visto, muchas de estas interacciones entre diferentes tipos de infraestructura 
contribuyen a la disminución de la pobreza. El estudio de Fort y Paredes (2015), quienes analizan 
diversos canales por los cuales la inversión pública en Perú contribuye a reducir la pobreza rural, 
apunta precisamente a este resultado. Sus conclusiones indican que la inversión en caminos 
rurales y la inversión en telecomunicaciones tienen un efecto importante en el aumento de la 
productividad agrícola, y a través de este canal, un fuerte impacto en la reducción de las tasas de 
pobreza en zonas rurales. De manera más general, y desde una perspectiva macro, Calderón y 
Serven (2004,2014), encuentran evidencia sobre el papel de la infraestructura en el crecimiento 
y disminución de la desigualdad, que en conjunto apuntan al importante papel que juega la 
infraestructura en la reducción de la pobreza.  

Por otro lado, tal como se mencionó, el impacto del acceso a infraestructura rural depende 
también de la situación y de los activos con los que cuentan los hogares. El mencionado estudio de 
Jalan y Ravallion (2003) apunta que el efecto positivo del acceso a agua potable en la prevalencia 
y duración de los episodios de diarrea se pierde para aquellos hogares que se encuentran en 
los dos últimos quintiles de ingreso en los que la madre tiene un nivel de educación menor a 
primaria completa.
 
Finalmente, resulta interesante analizar el desempeño de los países de la región en términos 
de las mejoras en el acceso a IR en las zonas rurales en el marco de las variaciones que han 
experimentado en sus tasa de crecimiento económico. Es interesante notar que las relativamente 
altas tasas de crecimiento de Perú y Paraguay en la última década han venido acompañadas de 
importantes mejoras para sus zonas rurales en cuanto a acceso a distintos tipos de IR, mientras 
que no parece haber ocurrido lo mismo en países como Bolivia o Colombia. El caso de Ecuador 
resulta particular, dadas sus importantes mejoras en infraestructura pese a un desempeño 
económico moderado. Finalmente, los retrocesos mostrados en las zonas rurales Mexicanas 
aparecen acompañados de una de las tasas de crecimiento más bajas en la región para la última 
década.
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Formas de ejecución y 
mantenimiento de la IR

3. 

 Desde la publicación del Informe sobre desarrollo mundial 1994: Infraestructura para el 
desarrollo, el Banco Mundial y otros organismos internacionales han resaltado persistentemente 
la importancia de la participación del sector privado en el financiamiento, implementación y 
provisión de servicios de infraestructura básica. En 2007, el Banco Mundial insistiría nuevamente 
sobre este tema, al reconocer además que tras haberse incrementado la participación del sector 
privado, este se habría ganado una imagen negativa en la opinión pública, aunque esta no fuera 
del todo justificada. Asimismo, en ese mismo trabajo, el Banco Mundial señalaba que, si bien la 
participación del sector privado era muy importante, esta debía ir acompañada de una adecuada 
labor del estado en regulación y supervisión, y de un mejor equilibrio entre la inversión en 
ejecución de obras y de mantenimiento (Banco Mundial, 2007). 

La labor del estado en materia de IR es un reto particularmente importante para los países 
de América Latina y el Caribe. Diversos estudios, tanto para varios países de la región como 
centrados en casos específicos, coinciden en que la debilidad institucional del estado era (y aún 
es) un factor que limita la participación del sector privado (Banco Mundial, 2007; Fundación 
Konrad Adenauer, 2011; Apoyo Consultoría, 2012; JICA, 2012). El contexto político, la falta de 
confianza en el sector público, la ausencia de mecanismos claros y efectivos de justicia, así como 
una débil capacidad de regulación y enforcement, son algunos de los aspectos que desalentaban la 
participación privada en el pasado y, en cierta medida, lo hacen en la actualidad. 

Figura 4. Modalidades de inversión por tipo de infraestructura

Construcción 
infraestructura Administración

Saneamiento

Electricidad

Carreteras

Cobertura
Captación

Generación 
Transmisión
Distribución

Nacional
Departamental

Local

Pública/Privada

Pública
APP/Privada

Privada

Privada

Pública

APP/Privada
APP/Privada
APP/Privada

Privada
Pública
Pública

Figura 5. Modalidades de inversión por tipo de infraestructura

Fuente: Adaptado de Apoyo Consultoría 2012
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Como muestra la Figura 5 , dependiendo del tipo de infraestructura, así como de las actividades 
necesarias para hacerla operativa, encontramos distintas combinaciones posibles de intervención 
pública y/o privada. A partir de información internacional de mejores prácticas y entrevistas 
con especialistas por sector en Perú, Apoyo Consultoría elaboró un esquema similar al de la 
Figura 5. Como se puede ver, además de la inversión pública y la puramente privada, existe una 
tendencia creciente a recomendar asociaciones público-privadas (APP) como una modalidad 
importante para mejorar el acceso a diversas formas de IR. Debe resaltarse que, como ya se 
ha mencionado, los beneficios asociados a la participación del sector privado en inversión y 
provisión de infraestructura, tales como ganancias en términos de eficiencia y calidad de los 
servicios, están condicionados a una adecuada labor de regulación por parte del Estado, que 
típicamente se materializa en organismos gubernamentales encargados específicamente de la 
regulación de cada sector.

Además, es necesario que el Estado mantenga siempre el papel de planificador, articulador 
(políticas multisectoriales) y, parcialmente, de financiador (BID 2000; Rozas et al. 2012; 
Sánchez et al. 2017).   

De cualquier forma, bajo las condiciones especificadas, las APP pueden ser modalidades de 
inversión muy provechosas. Al respecto, existen varios tipos de APP; en la Figura 6  se presentan 
algunas de las más comunes.

Figura 5. Modalidades de APPs

Las diferencias entre estas modalidades radican principalmente en quién construye la 
infraestructura, y quién la opera y por lo tanto cobra por su uso. Este también es un punto 
clave pues, en realidad, la participación del sector privado no depende únicamente de la 
institucionalidad del estado, sino también de la rentabilidad de la inversión. Así, en zonas 
realmente alejadas, típicamente el caso de las áreas rurales, donde la rentabilidad es muy baja, la 
participación del sector privado se hace aún más difícil. 

Por esta razón la recomendación general es que, en aquellas zonas muy alejadas, típicamente 
pobres y rurales, se priorice la inversión puramente pública o, en su defecto, se busquen nuevos 
mecanismos que permitan la participación del sector privado, debido a la baja probabilidad 

Figura 6. Modalidades de APPs

BOT (Build, Operate and 
Transfer): El consorcio 

privado construye y 
opera bajo su riesgo la 
infraestructura (cobra 

por uso). Una vez que ha 
cumplido el plazo para 

amortizar la inversión, el 
activo es transferido al 

sector público. También 
aplica a rehabilitación.

BOO (Build, Own, 
Operate): El proveedor 

privado construye y 
opera los activos de la 
prestación del servicio 
(cobra por el uso). El 
sector público solo 

regula y supervisa la 
prestación del servicio 

público, ya que la 
propiedad del activo 

siempre es del 
proveedor privado.

BOOT (Build, Own, 
Operate and Transfer): 

Los activos son 
construidos y operados 

por el proveedor privado 
(cobra por uso). La 

propiedad de los activos 
es del consorcio privado 

y son transferidos al 
Estado al terminar el 

plazo de contrato. 
También aplica a 

rehabilitación.

Subrogación de 
Servicios: El proveedor 

privado diseña, 
construye y financia la 

infraestructura para 
prestar un servicio 

público (si se requiera un 
espacio fuera de las 
instalaciones de la 
entidad pública). El 
proveedor privado 

presta el servicio, bajo 
las normas de calidad 

pactadas en el contrato. 
El sector público paga al 
proveedor privado por 

cada uno de los servicios 
prestados al precio 

previamente convenido.

Fuente: PPIAF (2009)
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de que un actor privado acepte invertir en infraestructura en estas zonas (Banco Mundial, 
2007; Apoyo Consultoría, 2012). Naturalmente, una política de IR con visión territorial podrá 
identificar los espacios y tipos de IR en los que es posible incluir al sector privado, y utilizar 
recursos obtenidos por esta participación en la atención de poblaciones en áreas marginales.

Un aspecto adicional muy importante en este análisis tiene que ver con la participación de 
los distintos niveles de gobierno en la priorización, diseño, ejecución y mantenimiento de 
la IR . Hacia mediados de la década de 2000, diversos estudios  como los de Pasco-Font y 
Torero (2003) y Escobal (2005), y el mencionado del Banco Mundial (2006), apuntaban 
algunos elementos centrales para mejorar las políticas en estos sectores en el nuevo contexto 
descentralizado. Algunos de estos elementos eran: i) adopción de una perspectiva territorial que 
vincule las economías rurales con los pueblos de los alrededores, en el contexto de un espacio rural 
mayor; ii) desarrollo de nuevos enfoques, así como nuevos modelos de implementación, para la 
prestación de servicios de infraestructura con vínculos más fuertes con las realidades locales y la 
participación de los beneficiarios; iii) capacidad de planeamiento al nivel local; iv) asignación 
clara de responsabilidades entre niveles de gobierno, y transferencia de recursos acordes con esas 
responsabilidades; v) asegurar recursos para gastos corrientes (en particular mantenimiento de 
infraestructura); y vi) procedimientos que permitan involucrar al sector privado en la provisión 
de infraestructura rural. Estas recomendaciones han comenzado a implementarse en la region, 
aunque de manera heterogénea y con distintos niveles de avance en las políticas sectoriales en 
los últimos años. 

Es necesario mencionar dos aspectos más sobre las formas de ejecución de la IR. Primero, desde 
hace algunos años han tomado fuerza las modalidades que involucran a los propios usuarios en 
la priorización, diseño y ejecución de la IR. Este modelo tiene como idea central que son los 
propios usuarios quienes conocen mejor sus necesidades, y por tanto, plantea una metodología 
de trabajo colaborativo y de mutuo aprendizaje entre los planificadores (Estado y/o sector 
privado) y los propios usuarios (Cazorla et al. 2013). El segundo aspecto está relacionado a los 
retos que en ocasiones plantea la implementación de IR en zonas rurales, típicamente cuando 
estas son muy remotas y de difícil acceso. Frente a este problema, han surgido múltiples formas 
innovadoras de provisión de IR. Algunas de estas son la siembra y cosecha de agua, uso de filtros 
caseros (filtro Bioarena), para el caso del acceso a agua potable, alternativas de saneamiento 
como letrinas mejoradas, y el uso de fuentes de energía renovable o instalación de microcentrales 
hidroeléctricas, para el caso del acceso a electricidad (ITDG 2007, Dávila et al. 2010, Escobar 
et al. 2017).

Para mayor detalle sobre este aspecto se puede revisar la ponencia de Fort (2014) en el SEPIA XVI, donde se 
analiza la política de IR para el caso de Perú. 
El estudio de Pasco-Font y Torero (2003) provee interesantes comparaciones internacionales, mientras que el 
de Escobal (2005) utiliza evidencia empírica para el Perú. 

4

5

(4)

(5)
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Casos específicos  

A partir de esta mirada general sobre las posibilidades y combinaciones para la IR, presentamos 
brevemente algunos casos específicos que nos permitan obtener lecciones para el futuro. 
 
Un primer caso interesante es el de Chile, país con desempeños interesantes en materia de 
acceso a electricidad y telecomunicaciones, líder en la región en términos de reducción de la 
pobreza y uno de los que presenta mayor crecimiento económico. En primer lugar, Chile es 
de los pocos países en los que la inversión en infraestructura, tanto pública como privada, ha 
crecido constantemente desde la década de 1990. La inversión pública no fue recortada durante 
los ajustes fiscales, y la privada creció a las tasas más altas de la región durante esa década (Banco 
Mundial, 2007). Por otro lado, en línea con los buenos desempeños actuales en materia de 
acceso a electricidad, Chile fue el primer país de la región en privatizar sus empresas eléctricas 
en la década de 1980. 

Además, para que el servicio llegue también a las zonas rurales, en las que el servicio es menos 
rentable para el sector privado, desde 1994 Chile implementó un mecanismo de subvención 
en base a resultados, es decir: pagos al sector privado bajo la condición de que este expanda el 
servicio (en este caso la electricidad) a zonas rurales y alejadas. Para solucionar el problema de 
confianza en el estado, se agregaron garantías crediticias para cubrir el riesgo de morosidad en 
las transferencias de recursos públicos (Banco Mundial, 2007). Esta modalidad corresponde a la 
subrogación de servicios, ya que el estado paga por su instalación y operación. 

El segundo caso para resaltar es el de Paraguay, país con mejoras en materia de acceso a agua 
potable, así como desempeños interesantes en reducción de la pobreza y crecimiento económico 
en los últimos años, pero que ha reducido en menor magnitud su tasa de pobreza rural que su 
tasa de pobreza urbana, al punto de que la pobreza en áreas rurales duplica con creces la tasa 
urbana. Para mejorar el acceso a agua potable en zonas rurales, Paraguay también implementó 
recientemente mecanismos de subvención por resultados, en la modalidad de subrogación de 
servicios. 

Adicionalmente, la presencia de pequeñas empresas privadas que brindaban este servicio a lo 
largo del territorio propició algunas modificaciones en esta modalidad. Por un lado, se flexibilizó 
la regulación nacional en cuanto al tipo de tecnología utilizada para brindar el servicio, para 
que estas pequeñas empresas pudieran disminuir los costos. Por otro lado, el Banco Mundial 
implementó un proyecto que incentivaba la entrada de estas pequeñas empresas en las zonas 
rurales y alejadas, también bajo un sistema de pago por resultados, con participación de las 
propias comunidades (a través de asociaciones de usuarios) y el estado como mediador entre 
ambos (Banco Mundial, 2007; IDB, 2016). Posteriormente el proyecto sería apoyado también 
por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y diversas ONG.
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El tercer caso es el de Perú, país que ha alcanzado mejoras notables en materia de acceso a 
agua y electricidad en zonas rurales. El proceso de privatización parcial del sistema eléctrico 
peruano permitió a Alcázar y otros (2007) comparar la calidad de los servicios provistos por el 
sector privado y por el público. Con una menor cantidad de parpadeo, oscurecimiento, fallos 
mensuales y horas de apagón, el sector privado parece haber realizado una mejor labor, además 
de haber alcanzado a una mayor proporción de hogares. 

Finalmente, el caso de Perú también es importante en cuanto a caminos rurales, no solo por 
las mejoras en el acceso a infraestructura, sino también por otro aspecto igual de importante: 
el mantenimiento. El Programa Provías Rural, iniciado en el 2001 con el apoyo del Banco 
Mundial y el BID, tenía como objetivo la implementación de proyectos para la rehabilitación 
y el mantenimiento de caminos rurales, a través del trabajo conjunto con los propios gobiernos 
locales. Lo interesante del programa es que contemplaba la creación de microempresas de 
mantenimiento vial rutinario (MEMV), que serían contratadas por los gobiernos locales. 
Diversos estudios que han evaluado el funcionamiento de este programa (Escobal, Inurritegui y 
Benavides, 2005; Remy, 2008; Valdivia, 2009) coinciden en la importancia de este mecanismo 
para la sostenibilidad de la intervención.
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Herramientas para 
la priorización 
de inversiones y 
promoción de paquete

4. 

Como mencionamos en la introducción, los elementos centrales de una propuesta de cobertura 
mínima o indispensable de IR para contribuir a la prosperidad de los hogares rurales en América 
Latina y el Caribe debe tomar en cuenta la evidencia existente sobre los distintos impactos de 
cada IR, la posibilidad de que algunos tipos de IR generen efectos multiplicadores para atraer 
más inversión, las complementariedades o sinergias que se pueden establecer entre tipos de 
IR y entre estas y activos de los hogares, así como la importancia básica de contar con cierto 
tipo de IR como condición y/o gatillo para potenciar resultados de intervenciones públicas o 
privadas de fomento productivo. Este estudio ha intentado abordar varios de los elementos 
mencionados, a los cuales hemos añadido una discusión sobre las distintas posibilidades de 
ejecución y mantenimiento de estas inversiones. 
 
Para establecer una propuesta de IR mínima para el desarrollo de las zonas rurales de América 
Latina y el Caribe son necesarias herramientas de planificación y priorización de inversiones, 
con una mirada más amplia sobre las dinámicas familiares y territoriales. Las características 
particulares de las zonas rurales introducen diferentes condicionamientos de desarrollo. Requieren 
inversiones en conectividad cuyos costos por habitante son altos, ya que en general todos los 
servicios “en red” (electricidad, agua y desagüe), que se valorizan por la escala de atención, 
tienden a tener costos más altos en zonas rurales. La discontinuidad de los asentamientos, su baja 
densidad y alta dispersión poblacional hacen también que en cada territorio rural se desarrollen 
políticas aisladas y programas sectoriales: cada sector establece sus propias lógicas de desarrollo 
en el territorio y sus propios énfasis, por lo que no siempre las iniciativas se complementan 
territorialmente. Como se ha visto, la articulación intersectorial es imprescindible para que 
los pueblos rurales dispongan del conjunto de infraestructura y servicios que requieren para su 
desarrollo, y no solo de servicios fragmentarios y desconectados. 
 
Además, la heterogeneidad de actores en el área rural y las demandas específicas de cada grupo, 
así como el carácter multidimensional de la pobreza, sugieren la necesidad de intervenciones 
diferenciadas que atiendan a múltiples carencias y aumenten la base de activos. Esto ha llevado 
a enfatizar la necesidad de articular acciones desde distintos frentes, con el objetivo de reducir 
la heterogeneidad en la tenencia de activos  y generar un terreno propicio para la reducción de 
la pobreza rural. 



19

20
30

  /
  A

lim
en

ta
ci

ón
, a

gr
ic

ul
tu

ra
 y

 d
es

ar
ro

llo
 ru

ra
l e

n 
Am

ér
ic

a 
La

tin
a 

y 
el

 C
ar

ib
e

Algunos enfoques o iniciativas recientes han atendido, en parte, estos nuevos consensos y 
demandas, como el enfoque territorial del desarrollo rural, las intervenciones que priorizan la 
complementariedad de las inversiones de infraestructura, y los programas de “graduación” de 
pobreza. La evidencia y propuestas de estos enfoques y programas brindan elementos importantes 
para la formulación de iniciativas o estrategias que busquen el desarrollo de los espacios rurales, 
dentro de las cuales los métodos de priorización de la IR son fundamentales. Estas propuestas 
enfatizan el rol crítico de la articulación de intervenciones para atender múltiples carencias, 
y rescatan la relevancia de la complementariedad, la secuencialidad de las intervenciones y la 
focalización de hogares. 

Una política efectiva que busque alcanzar una base indispensable de IR para generar desarrollo 
y reducir la pobreza debería enmarcarse en una estrategia que considere la “graduación” de 
territorios (más que de hogares) de manera secuencial y que aproveche las complementariedades, 
a través de medidas que reduzcan desigualdades y cierren brechas a nivel territorial, y que 
focalicen las intervenciones en hogares pobres y vulnerables que requieren aumentar su base de 
activos privados para la generación de procesos autosostenibles de desarrollo. 
 
Un ejemplo de la aplicación exitosa de este tipo de políticas es el Programa de Infraestructura 
Rural para el Desarrollo Territorial (PIRDT) en Chile. El Programa nació en el 2005 con el 
objetivo de contribuir al uso efectivo y productivo de servicios de infraestructura por comunidades 
rurales pobres, incluyendo servicios de electrificación, agua potable, saneamiento, caminos y 
telecomunicaciones. Como parte del Programa, se desarrolló un Plan Marco de Desarrollo 
Territorial (PMDT), herramienta destinada a la identificación, planificación y evaluación de 
iniciativas de inversión desde un enfoque territorial. Además, esta metodología busca un trabajo 
participativo entre el Estado, el sector privado y la sociedad civil, para identificar las demandas y 
necesidades, así como la forma más adecuada de satisfacerlas, y los mecanismos de supervisión y 
mantenimiento futuro. Esta metodología, validada por el Ministerio de Desarrollo Social, permite 
realizar inversiones en zonas rurales dispersas donde típicamente los proyectos de inversión son 
catalogados como de “baja rentabilidad” por el Sistema Nacional de Inversiones (SNI).  Con el 
tiempo, este programa ha sido reconocido por la FAO por la excelente aplicación del enfoque 
de desarrollo territorial y priorización de la infraestructura, ambos aspectos promovidos por esta 
organización.  

Otro ejemplo es el de Brasil, que incluso desde los 90s desarrolló proyectos de paquetes de 
infraestructura básica, como el Programa Alvorada, que nació en Minas Gerais, pero que luego 
sería ampliado a otros estados brasileños. Al día de hoy, Brasil sigue realizando acciones para 
mejorar su infraestructura, en 2018, por ejemplo, el Banco Nacional de Desarrollo Económico 
y Social de Brasil (BNDES) firmó con el Banco de Desarrollo de América Latina (CAF) un 
acuerdo para la creación de un fondo de inversiones en infraestructura . Todo esto es posible 
gracias al trabajo intersectorial en el que participan los ministerios brasileños de Educación, 
Salud, Previsión, Asistencia Social, entre otros (Faria 2003, Licha y Molina 2006).

 Más información en: https://www.caf.com/es/actualidad/noticias/2018/05/caf-y-bndes-acuerdan-impul-
sar-el-desarrollo-de-las-infraestructuras-de-brasil/
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Por último, otro ejemplo interesante, y hasta cierto punto, contrastante con los anteriores, es 
el del Fondo para la Inclusión Económica en las Zonas Rurales (FONIE)  en Perú. El FONIE 
nació a finales de 2012 con el objetivo de proveer de infraestructura básica (agua y saneamiento, 
electrificación, telecomunicaciones y caminos vecinales) de manera sostenible e ininterrumpida 
a la población identificada mediante un proceso de focalización. 
 
De esta manera, se presentó como un fondo facilitador de recursos enfocado en áreas rurales 
cuya principal motivación era el cierre de brechas de infraestructura. El FONIE estaba destinado 
al financiamiento total o parcial de Proyectos de Inversión Pública (PIP’s) en todas las fases de 
inversión, para localidades que cumplieran con un filtro geográfico. De esta manera se buscaba 
mejorar la dotación, en cobertura y calidad, de activos productivos, con el fin último de aumentar 
el ingreso autónomo de los hogares.

Sin embargo, la evidencia parece señalar que el FONIE no funcionó de la forma como se 
esperaba. Si bien se realizó una gran cantidad de proyectos, las complementariedades entre tipos 
de IR no fueron materializadas del todo. En primer lugar, y siendo este el principal problema, 
la cartera de proyectos que elaboraban los Gobiernos Locales no siguieron una lógica estratégica 
de desarrollo territorial, y por tanto, no necesariamente obedecían a los objetivos del FONIE 
(dotar de paquetes de infraestructura), el análisis de los resultados muestra que en la mayoría 
de distritos atendidos, no se llegó a implementar más de dos proyectos de forma simultánea. 
En segundo lugar, la información sobre la totalidad de beneficios que proveía el FONIE no 
eran conocidos, en particular, la mayoría de Gobiernos Regionales no accedió al financiamiento 
de los estudios de pre-inversión de sus proyectos, y asumió estos costos con fondos propios 
y personal no capacitado. Así, muchas veces los estudios de pre-inversión presentaban fallas 
importantes que luego perjudicaron la ejecución de los proyectos. Sumado a esto, los Gobiernos 
Locales presentaron serias deficiencias al llevar a cabo procesos de selección de contratistas. Por 
último, no se implementó un sistema claro de seguimiento de la ejecución de las obras, por lo 
que múltiples errores que podrían haber sido corregidos, no lo fueron (MIDIS 2016).

De esta manera, queda claro que la forma en que se implementan las políticas, y todo el aspecto 
institucional que les da soporte es sumamente importante en la consecución de los objetivos 
planteados, y en que estos se materialicen en el desarrollo de las personas, hogares y comunidades 
rurales.

La información que se desarrolla a continuación, salvo excepciones expresas y específicas, se desarrolla según 
información oficial presente en el portal web del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social – MIDIS, el Artículo 
23 de la Ley Nº 29951, Ley de Presupuesto para el año Fiscal 2013, y su respectivo reglamento aprobado por 
Decreto Supremo N° 004-2013-MIDIS. 

7
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